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La  Paz,  Baja  California  Sur  (BCS).  Durante  la  campaña
electoral que lo llevó a la gubernatura, el actual titular del
Ejecutivo Estatal sudcaliforniano se comprometió a respetar y
apoyar la carrera judicial. En diversas reuniones expuso su
convicción  —dijo  él—  de  acabar  con  el  compadrazgo,  el
amiguismo y los intereses de grupo. Se abriría a la comunidad
jurídica la posibilidad de proponer candidatos a ocupar las
magistraturas judiciales que durante su periodo gubernamental
se habrían de renovar. Pero una cosa es la promesa de campaña
y otra la realidad una vez que se alcanza el encargo público
buscado.

En breve, habrá de ser designado un nuevo integrante del



pleno del Poder Judicial estatal. La tendencia marcada de la
alternancia, tanto de género como de perfil profesional,
indica que la vacante correspondería a una mujer, con carrera
judicial, habida cuenta que la anterior designación recayó
sobre un profesionista masculino sin carrera judicial.

También  te  podría  interesar:  Promesas  y  compromisos  de
campaña

Así las cosas, y atendiendo a la abrumadora carga que tiene el
Tribunal Estatal en asuntos penales del sistema acusatorio, la
próxima  magistrada  debería  ser  electa  entre  las  actuales
juzgadoras especializadas en el sistema penal acusatorio.

Pero resulta que no será así. La designación recaerá en una
profesional del derecho, de toda la confianza y cercanía con
el Gobernador; una empleada estatal, legalmente impedida para
ser magistrada, por el cargo que actualmente ocupa, y sin la
experiencia requerida, de 10 años de ejercicio profesional
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para detentar el encargo.

Tal y como ocurre en las dictaduras caribeñas, en BCS, el
Congreso del Estado está plenamente subordinado al gobernador
en  turno,  y  si  la  Constitución  del  Estado  impide  que  el
capricho del gobernador se cumpla en la designación de la
nueva magistrada, lo adecuado es modificar la Constitución, y
hacer de ella un traje a la medida.

Al margen del entreguismo, servidumbre y sumisión del actual
Congreso local al titular en turno del Ejecutivo Estatal, la
reforma constitucional que se borda para favorecer a una sola
persona  tiene  una  trascendencia  lesiva  para  la  carrera
judicial y la sana administración de justicia en el Estado.

Reducir de 10 a 5 los años de experiencia profesional previa,
propicia la llegada de candidatos legos, y el reducir los
impedimentos, facilita el arribo a la magistratura judicial
estatal, de candidatos con conflicto de interés.

El dictamen para modificar la Constitución estatal ya se
presentó, es público, y será aprobado antes de que concluya
el actual periodo legislativo durante la semana en curso.
Todo sea por complacer al Ejecutivo. El mayor daño de esta
reforma es el dar al traste con la carrera judicial.

La carrera judicial es el sistema que regula los procesos de
ingreso,  formación,  promoción,  evaluación  del  desempeño,
permanencia  y  separación  de  los  integrantes  del  poder
judicial,  con  base  en  el  mérito  e  igualdad  real  de
oportunidades,  para  garantizar  la  independencia,
imparcialidad,  idoneidad,  estabilidad,  profesionalización  y
especialización del personal judicial, entre otros objetivos.

La  próxima  magistratura,  entonces,  correspondería  por
alternancia a una juzgadora especializada en el sistema de
justicia penal acusatorio, y sin duda alguna, el área de la
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administración de justicia donde existe mayor preparación y
mejores  perfiles  profesionales  es  precisamente  el  de  las
impartidoras  de  justicia  penal.  Todas  ellas  con  posgrado,
especialización, maestría e incluso algunas con estudios de
doctorado. Todas ellas con experiencia probada en la materia.
De  entre  ellas  debería  ser  electa  la  próxima  magistrada
judicial estatal, pero en lugar de eso, la designación recaerá
en una persona sin perfil, ni experiencia ni calificación
académica específica, cuyo único mérito es su vinculación con
el actual Gobernador.

En  su  afán  por  tener  el  control  de  la  administración  de
justicia en el Estado, el titular del Ejecutivo generará un
daño de costo incalculable, pues una de las áreas del servicio
público donde hay más reclamo social, es el de la impartición
de justicia.

Mientras  el  requisito  más  importante  para  ser  magistrado
judicial  siga  siendo  serle  incondicional  al  gobernador  en
turno, la sana administración de justicia y la independencia
judicial seguirán siendo asignaturas pendientes en el Estado.
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